	Fecha
	9 de octubre de 1978
	Sesión número
	61

	Motivo: Amparo

	Recurrente: CARLOS CASTILLO TORRES 

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que es vecino de Paso Canoas. Que el 8 de julio del corriente año fue citado en las oficinas de la Guardia Rural donde se hallaban dos guardias panameños, sin uniforme, pero debidamente armados. Que los guardias costarricenses y panameños lo condujeron a la frontera y lo entregaron a las autoridades panameñas y fue llevado a la cárcel de Concepción, donde lo amarraron a un poste durante 24 horas; que en ese lugar estuvo preso por 2 días y luego lo trasladaron a David Panamá, y en total permaneció detenido 5 días; que después de que fue interrogado y al constatarse que no existían pruebas en su contra, la Policía panameña lo puso en libertad en David, sin dinero, y de esa manera tuvo que regresar a Costa Rica. Que posteriormente un pelotón del Comando Sur de la Guardia Rural se presentó en su casa, allanó su propiedad y se posesionó de 12 llantas recauchadas, las cuales le fueron devueltas 8 días después. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que desconocía los hechos pero que se iba a realizar una investigación a fondo. Que en el caso de haber sido ciertos los hechos narrados por el recurrente, sólo cabían dos soluciones; a) Denunciar ante los Tribunales al servidor público que resultara responsable; y b) Separarlo de su cargo. Que el recurrente denunció los hechos en la Alcaldía de Corredores, y a su vez, el Ministerio aceptó la renuncia del servidor, pues éste la presentó con ocasión de esos hechos, aun cuando no aparecían fehacientemente comprobados.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar en cuanto se dirige contra el Ministro de Gobernación y Seguridad Pública, pues no hay ninguna prueba de que éste hubiera ordenado o consentido los hechos que alega el recurrente. En lo que se refiere al ex Delegado Distrital y de Frontera, se dispuso: No tomar ninguna medida al respecto, por haber cesado los hechos atribuidos y no encontrarse ya en funciones esa persona, todo sin perjuicio de lo que puedan resolver los tribunales  en el corriente proceso.


N° 61
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día nueve de octubre de mil novecientos setenta y ocho, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Odio, Retana Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Fernández, Valverde, Villalobos, Zavaleta, Trejos, Porter y  Benavides. 
Artículo VI
El señor Carlos Castillo Torres planteó un recurso de Amparo contra el señor Ministro de Gobernación y Seguridad Pública, licenciado Juan José Echeverría Brealy, con base en los siguientes hechos: Que es vecino de Paso Canoas, en donde tiene un taller mecánico, y allí, además de reparar vehículos, vende llantas recauchadas; que el ocho de julio del corriente año, dos guardias rurales le indicaron, en horas de la noche, que el Delgado de la Guardia Rural deseaba conversar con él; que en las oficinas de la Guardia Rural se hallaban dos guardias panameños, sin uniforme, pero debidamente armados; que sin más preámbulos, los guardias costarricenses y panameños lo condujeron a la frontera y lo entregaron a las autoridades panameñas, que fue llevado a la cárcel de Concepción, y allí lo amarraron a un poste durante veinticuatro horas; que en ese lugar estuvo preso por dos días y luego lo trasladaron a David Panamá, y en total permaneció detenido cinco días; que después de que fue interrogado y al constatarse que no existían pruebas en su contra, la Policía panameña lo puso en libertad en David, sin dinero, y de esa manera tuvo que regresar a Costa Rica; que es insólito tolerar que la policía panameña sin ningún trámite y por la simple fuerza de las armas; y que a los trece días de estar en David, un pelotón del Comando Sur de la Guardia Rural se presentó en su casa, allanó su propiedad y su vivienda particular y se posesionó de doce llantas recauchadas, las cuales le fueron devueltas ocho días después. Con base en esos hechos el recurrente dirige el recurso contra el señor Ministro, Licenciado Echeverría Brealy, pues afirma que éste permitió “el atropello constitucional” de que fue víctima.

Solicitado el informe de ley, el Vice-Ministro de Seguridad Pública, señor Enrique Montealegre Martín, manifestó que el señor Ministro desconocía los hechos alegados por el señor Castillo Torres pero que se iba a realizar una investigación a fondo, en la Delegación de la Guardia Rural de la Frontera Sur y Comandancia de la Guardia Civil del Sur, de cuyo resultado se notificaría a la Corte.


Así las cosas, en nota de fecha dos de octubre en curso, el propio señor Ministro expresó lo siguiente: Que en el caso de haber sido ciertos hechos narrados por el señor Castillo Torres, sólo cabían dos soluciones; a) Denunciar ante los Tribunales al servidor público que resultara responsable; y b) Separarlo de su cargo; que el señor Castillo procedió a denunciar los hechos en la Alcaldía de Corredores, y a su vez, el Ministerio aceptó la renuncia del servidor, pues éste presentó dicha renuncia con ocasión de esos hechos aun cuando no aparecían fehacientemente comprobados.


Junto con ese informe el señor Ministro presentó los siguientes documentos: a) Fotocopia de una carta de renuncia del señor Hermógenes Cordero Canedo, quien afirmó allí haber servido desde el dieciséis de julio de mil novecientos setenta, como Delegado Distrital y de Frontera, y solicitó el pago de sus prestaciones; b) Acción de Personal en que se le acepta la renuncia;  y d) Certificación de la Alcaldía Penal de Corredores, en donde se hace constar que el veintiséis de julio el señor Castillo Torres planteó denuncia contra Cordero Canedo por abuso de autoridad.


Discutido el asunto, se acordó: Declarar sin lugar el Amparo en cuanto se dirige contra el señor Ministro de Gobernación y Seguridad Pública, licenciado Juan José Echeverría Brealy, pues no hay ninguna prueba de que éste hubiera ordenado o consentido los hechos que alega el señor Castillo Torres.

En lo que se refiere al ex Delegado Distrital y de Frontera, señor Hermógenes Cordero Canedo, se dispuso: No tomar ninguna medida al respecto, por haber cesado los hechos atribuidos y no encontrarse ya en funciones esa persona, todo sin perjuicio de lo que puedan resolver los tribunales  en el corriente proceso. 
